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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0294/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


           San Luis Potosí, S.L.P., a veinte de noviembre de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0294/2018-3, promovido por ********** contra actos la Directora de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante auto de seis de abril de dos mil dieciocho, se tuvo a ********** por promoviendo juicio contencioso administrativo en contra de la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: “El acuerdo administrativo ********** de fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho"; del que tuvo conocimiento el primero de marzo de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de dieciséis de mayo de dos mil dieciocho se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho convenga, se tuvo a la autoridad demandada por solicitando sea llamado como Tercero Interesado el C. ********** se requirió al demandante para que proporcionara el domicilio del tercero, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se requirió al actor para que exhibiera la documental que ofreció como número cinco, con el apercibimiento de que en caso de no exhibirla, no se admitiría la prueba de referencia. Por proveído de dieciséis de julio de dos mil dieciocho se desechó la prueba en mención, en virtud de que el actor no cumplió con el requerimiento citado, y se requirió a la autoridad demandada para que dentro del término de tres días señalara el domicilio del Tercero que pidió sea llamado a juicio. Con auto de veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, se ordenó emplazar a juicio al tercero y correrle traslado con los escritos de demanda y contestación, y sus respectivos anexos, para el efecto de que se apersonara a juicio y contestara dentro del término de diez días hábiles, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo se le tendría por precluído su derecho, apercibimiento que se le hizo efectivo en el auto de fecha veinticinco de septiembre de dos mil dieciocho, en el mismo auto se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el diez de octubre de dos mil dieciocho, sin asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de constancias, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, se certificó que no se presentaron alegatos y se citó para resolver. El cinco de noviembre de dos mil dieciocho se dictó resolución decretándose la ilegalidad e invalidez del acto impugnado; por proveído de dieciséis de enero de dos mil diecinueve se declaró cumplida la sentencia y se ordenó el archivo del expediente. Mediante acuerdo de dieciséis de abril de dos mil diecinueve, se tuvieron por recibidos oficios del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado, en los que hizo del conocimiento de esta Sala que admitió a trámite el incidente de suspensión y la demanda de amparo promovida por ********** Por auto de nueve de julio de dos mil diecinueve se dio cuenta con la resolución del juicio de amparo, en la que se concedió el amparo y protección a ********** ordenando a esta Sala dejar insubsistente todo lo actuado en el presente juicio a partir de la diligencia de llamamiento a juicio al Tercero, así como las subsecuentes actuaciones, a lo que se dio cumplimiento en el auto de fecha seis de agosto de dos mil diecinueve, y se ordenó llamar a juicio al Tercero Interesado apercibiéndole que en caso de no comparecer se le declararía la preclusión de su derecho. Por proveído de veintiséis de agosto de dos mil diecinueve se tuvo al Tercero por apersonándose a juico, se ordenó correr traslado a las demás partes con el escrito de apersonamiento para que manifestaran lo que a su derecho convenga, y se proveyó sobre las pruebas ofrecidas por el Tercero. El veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve se señaló fecha y hora para la audiencia final del juicio, misma que fue celebrada el catorce de octubre de dos mil diecinueve, sin asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º fracción IX, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28 fracción I, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada ente un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia simple del oficio ********** de fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho, emitido por la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; documental que fue exhibida por la parte actora en copia simple, visible en fojas 35 y 36, y por la demandada en copia certificada, que obra en fojas 80 y 81 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues acompañó copia certificada de su nombramiento de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra a foja 78 de autos.
El tercero interesado, compareció por derecho propio, y por auto de veintiséis de agosto de dos mil diecinueve, se le tuvo por apersonándose a juicio.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio número ********** de fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho, emitido por la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la demandada hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción II, y 229 fracción II, en relación con el artículo 239 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, y la excepción de sine actione agis que opuso, señalando que  el acto impugnado se encuentra apegado a la legalidad, que no afecta los derechos fundamentales de la parte actora, y que por ello carece de interés jurídico; a ese respecto cabe señalar que dichas argumentaciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que se reclama en este juicio, y por tanto deben ser estudiadas al resolver el fondo de esta controversia. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. ...”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

En ese sentido, se advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deban estudiarse de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a 25 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, se advierte que los conceptos de impugnación están contenidos en los apartados de Hechos y Conceptos de Impugnación, por lo que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones que aluden, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho, por analogía, la Tesis Jurisprudencial del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región) 2o. J/5 (10a.). 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

En esa tesitura, es necesario señalar que la parte actora indica en los hechos que constituyen su demanda, que desde el año 2009 se encuentra trabajando el puesto ubicado en la sección ********** número ********** del Mercado ********** en esta Ciudad Capital; que con fecha 03 de abril de 2017, fue emitido acuerdo administrativo por parte de la Jefa del Departamento de Plazas, Mercados y Piso, así como por la Directora de Comercio, ambas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, donde se resolvió la regularización y emisión de autorización a su favor, relativa al local y/o puesto comercial ya citado; que posteriormente, con fecha 06 de abril de 2017 hasta el mes de febrero de 2018, ha estado realizando los pagos de recuperación por la utilización de dicho local, al Ayuntamiento de San Luis Potosí; y que, con fecha 01 de marzo de 2018, le fue notificado el acuerdo administrativo ********** de fecha 26 de febrero de 2018, mediante el cual la autoridad demandada cancela la autorización descrita anteriormente.

Ahora bien, en la resolución impugnada, la autoridad demandada, cancela la autorización otorgada a la C. ********** contenida en el Acuerdo Administrativo de 03 de abril de 2017, emitido por la Directora de Comercio Municipal, en virtud de haber comparecido diversa persona que deduce los derechos de la señora **********
Por tanto, en función de los antecedentes reseñados, aunado a los conceptos de impugnación vertidos por la demandante, esta Sala Unitaria advierte que le asiste la razón a la misma, en virtud de lo siguiente:
En una nueva reflexión sobre este punto, es importante señalar lo que dispone el numeral 9º de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por ser la disposición legal aplicable, vigente al momento en que se emitió el Acuerdo Administrativo de fecha 03 de abril de 2017; numeral que establece que cuando se haya generado algún derecho o beneficio al particular, no se podrá anular de oficio el acto administrativo; en su caso la autoridad competente tendrá que iniciar el procedimiento de lesividad ante el Tribunal, salvo los casos en que los ordenamientos jurídicos aplicables permitan a la autoridad anular oficiosamente dichos actos administrativos, o cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.
Por otra parte, el numeral 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, prevé las causas por las cuales se puede extinguir un acto administrativo, señalando en su última fracción y último párrafo que una de esas causas consiste en la revocación por cuestiones supervenientes de oportunidad o interés público, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Al respecto, el último párrafo del artículo 13 aludido, refiere de manera literal que “Cuando se trate de la revocación de un acto administrativo que haya generado algún derecho o beneficio a un particular, deberá estarse a lo previsto en el artículo 9º de esta Ley.”
En ese contexto es preciso destacar que cuando el acto administrativo constituyó derechos o beneficios a favor del particular, existen tres supuestos jurídicos bajo los cuales es posible revocar dicho acto:
1.- El primero será a través del Juicio de Lesividad ante este Órgano Jurisdiccional, en virtud de que la propia Ley establece que la emisora del acto no lo podrá revocar de oficio si la legislación aplicable al caso no lo permite.
2.- El segundo de los supuestos se refiere a que la autoridad emisora del acto administrativo, puede revocarlo de oficio, siempre y cuando las leyes de la materia así lo prevean.
3.- El último supuesto consiste en que la autoridad que emitió el acto, lo podrá revocar de oficio cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.

Ahora bien, en relación al caso que nos ocupa, se advierte de las constancias de autos que con fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho, la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, emitió un acuerdo por el cual canceló la autorización que había otorgado a la C. ********** respecto de la Caseta número ********** Interior, Sección ********** con giro comercial de ********** situada en el Mercado Municipal ********** en esta Ciudad, por virtud de haber comparecido diversa persona que deduce los derechos de la señora ********** y a decir de la demandada, con la finalidad de respetar los derechos hereditarios que resultaran de las personas que acrediten los mismos, los cuales serían determinados por la autoridad jurisdiccional competente, quien precisará a quien le corresponden los derechos que incorpora a la autorización de referencia, señalando la demandada que se hacía efectivo a la actora el apercibimiento contenido en el acuerdo administrativo de fecha tres de abril de dos mil diecisiete.

Pues bien, como se indicó al inicio del presente considerando, es fundado el concepto de impugnación hecho valer por la actora de acuerdo con las siguientes consideraciones legales:
En principio resulta oportuno reiterar que la litis materia del presente juicio, consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del oficio No. ********** de fecha veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, emitido por la Directora de Comercio del Municipio de San Luis Potosí, relativo a la Caseta Número ********** Interior, Sección ********** con Giro Comercial de ********** situada en el Mercado ********** de esta Ciudad.

En ese sentido, es menester acotar, primeramente, que el Reglamento de Plazas, Mercados y Piso del Ayuntamiento de San Luis Potosí, es el ordenamiento legal aplicable al caso concreto, en virtud de que el acto impugnado en esta controversia, estriba en la Cancelación de la Autorización de un Local Comercial perteneciente a un mercado del Municipio de San Luis Potosí, y en ese tenor, el Reglamento citado tiene por objeto, según su artículo 1°, “establecer las normas, políticas y procedimientos para el control, administración, inspección y vigilancia de las plazas, áreas públicas y mercados de esta jurisdicción, en lo relativo a su ocupación por los particulares que se dediquen en ella a ejercer el comercio.”
Precisado lo anterior, debemos decir que la autorización otorgada a ********** por la Dirección de Comercio Municipal constituyó en favor de la actora, el derecho de uso y goce del Local descrito, de conformidad con lo dispuesto por la fracción XII del artículo 19 del Reglamento de Plazas, Mercados y Piso del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que establece:
“Artículo 19. Los locatarios a quienes se autorice el uso de los locales en los mercados se deberán sujetar a las determinaciones siguientes:
...XII.- Las autorizaciones sólo otorgan derechos de uso y goce sobre los locales o puestos motivo de las mismas, sin constituir en modo alguno concesión del servicio público de mercados.”

Ahora bien, mediante acuerdo dictado con fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho, la Dirección de Comercio del Municipio de San Luis Potosí, canceló la autorización que se había otorgado a la actora, respecto del local mencionado, el cual se encuentra situado en el Mercado La República de esta Ciudad.
Y si bien es cierto que la autoridad demandada cancela la autorización que le había otorgado a la actora, con base en que hace efectivo el apercibimiento contenido en el acuerdo de fecha tres de abril de dos mil diecisiete, el cual indica que para el caso de que persona distinta acuda y comparezca ante dicha autoridad municipal, acreditando mejor derecho hereditario respecto de la autorización señalada, sin mediar procedimiento administrativo, se procedería inmediatamente a la cancelación de la misma; sin embargo del acuerdo de fecha tres de abril de dos mil diecisiete ya referido, se desprende que con la autorización otorgada a ********** se constituyeron derechos en su favor, y por tanto, lo procedente era atender precisamente a los supuestos jurídicos relativos a la revocación de un acto administrativo cuando éste ya constituyó beneficios y derechos a favor del particular, no obstante que hubiera apercibido a la actora en el acuerdo por el cual otorgó autorización a la demandante, pues el numeral 40 fracción III del Reglamento de Plazas Mercados y Piso del Municipio de San Luis Potosí, permite la cancelación de las autorizaciones otorgadas, para el caso de que la misma, sea adjudicada a los familiares del autorizado que legalmente muestren su derecho, sin que se advierta del precepto en mención que la autoridad tenga que hacer diversos procedimientos de cancelación y otorgamiento de autorizaciones, siempre que se presenten familiares del autorizado, pues esta actuación se observa única y no en diversos momentos o procedimientos a efecto de estar cancelando y autorizando conforme se estuvieran presentando los familiares que muestren su derecho, por lo que al momento de la emisión del acuerdo de fecha veintiséis de febrero de dos mil dieciocho, ya no era procedente cancelar a la actora su autorización con base en la fracción III del artículo 40 del Reglamento de Plazas, Mercados y Piso del Ayuntamiento de San Luis Potosí, pues esta actuación ya se había realizado al emitir el acuerdo de tres de abril dos mil diecisiete.
En base a lo anterior, se advierte que si la pretensión de la demandada era revocar la autorización otorgada a la actora por considerar que indebidamente se le había generado algún derecho o beneficio a un particular, sin acreditarlo, luego entonces, la demandada debió promover el juicio de lesividad correspondiente, en contra de la resolución que ella misma pronunció, al otorgarle la autorización a la aquí actora en el acuerdo de fecha 03 de abril de 2017, siendo aplicable al caso concreto, el juicio de lesividad, de acuerdo a lo ordenado en los artículos 9º y 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos invocada, habida cuenta que no existe salvedad para no iniciarlo, pues los ordenamientos jurídicos aplicables, no permiten a la autoridad anular oficiosamente la autorización citada, juicio que debió promover dentro del término de un año, contado a partir de la fecha de su emisión, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa, en relación con los numerales citados de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por ser las disposiciones aplicables, vigentes al momento en que se expidió el acuerdo de fecha 03 de abril de 2017.

Por tanto, como se ha venido señalando, el supuesto de la fracción III del numeral 40 del Reglamento de Plazas, Mercados y Piso del Ayuntamiento de San Luis Potosí, ya se había aplicado al emitir la autorización a la actora, en el acuerdo de fecha tres de abril de dos mil diecisiete, además de que no se advierte que la actora hubiera actuado con dolo, mala fe o violencia con el fin de obtener la autorización de referencia, pues el motivo por el que la autoridad decide cancelar la autorización otorgada a la demandante es con motivo de la solicitud efectuada por ********** para la expedición a su favor de la autorización del Local Comercial Número ********** Interior, Sección ********** del Mercado Municipal ********** de esta Ciudad, mismo que como se dijo, ya se había autorizado a la hoy demandante.
Sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que el tercero en juicio, ********** en su escrito de apersonamiento refiere, que él es el legítimo titular del citado local al ser concesionario en arrendamiento del mismo; que en el caso, la señora ********** en vida promovió y se le autorizó el cambio de concesionario a favor del hoy tercero interesado, al haberse tramitado ante la autoridad administrativa el traslado de la concesión a nombre del hoy tercero en fecha 15 de julio de 2009; que en el mes de octubre de 2017, se enteró que se había emitido el acuerdo de fecha 03 de abril de 2017; y que ante su queja se realizó el procedimiento administrativo en el cual la Dirección de Comercio, en fecha 28 de febrero de 2018, revocó el acuerdo del 03 de abril de 2017; revocación que estima fue legal y apegada al artículo 167 del Código Adjetivo Administrativo. 
Sin que le asista la razón al tercero, pues en primer término, como se ha señalado, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1º y 19 fracción XI del Reglamento de Plazas, Mercados y Piso del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la autorización que se expide a los particulares para que ocupen los locales comerciales ubicados en los mercados, solo les otorga derechos de uso y goce sobre los mismos, sin constituir en modo alguno concesión del servicio público de mercados; de ahí que el tercero no puede ser concesionario del mismo; por tanto, sus argumentos se estudian en relación con la autorización otorgada para el uso y goce del local comercial número ********** Interior, Sección ********** del Mercado Municipal ********** de esta Ciudad.
En ese tenor, respecto a lo que señala de que la Sra. ********** promovió y se le autorizó el cambio de concesionario a favor del hoy tercero interesado, al haberse tramitado ante la autoridad administrativa el traslado de la concesión a nombre del hoy tercero en fecha 15 de julio de 2009, tampoco le asiste la razón, pues de las constancias de autos, no se advierte prueba alguna con la que acredite que la Sra. ********** ni el 15 de julio de 2009, ni en ninguna otra fecha, haya tramitado ante la autoridad municipal competente, el cambio o traslado de la autorización que le fue otorgada para uso del local y/o puesto comercial, o Caseta número ********** Interior, Sección ********** con Giro Comercial de ********** situada en el Mercado ********** de esta Ciudad, en el que se hubieren otorgado al tercero los derechos respecto al local mencionado. 
Lo anterior es así, pues de las pruebas aportadas por el tercero, se advierte la Documental Pública consistente en copia de formato de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento Municipal de San Luis Potosí, Departamento de Plazas, Mercados y Piso, para concesión en arrendamiento de local, puesto en el mercado, de fecha 15 de julio de 1999, folio No. 1196, misma que fue exhibida en copia certificada por la autoridad demandada, y que obra en fojas 231 y 232 de este sumario. 
Prueba que no beneficia a su oferente, pues de ella no se desprende que se hayan otorgado al tercero los derechos respecto al local y/o puesto comercial, o Caseta número ********** Interior, Sección ********** con Giro Comercial de ********** situada en el Mercado ********** de esta Ciudad, y si bien es cierto, en este documento se señala como beneficiario del concesionario al ********** también lo es, que ello no acredita que se haya autorizado el cambio de concesionario a su favor, y tampoco que se haya tramitado ante la autoridad administrativa el traslado de la autorización a su nombre en fecha 15 de julio de 2009, como aduce el tercero; toda vez que de lo asentado en el documento, se advierte que fue expedido el 15 de julio de 1999, con vigencia del 1º de enero al 31 de diciembre de 1999, por lo que la designación de beneficiario que en el mismo se hizo, además de no tener efectos de cesión o transmisión de derechos, venció el 31 de diciembre de 1999.

Cabe destacar, que el hecho de que se señale al tercero como beneficiario en el citado documento, resulta insuficiente para transmitir los derechos de uso y goce respecto del local en mención, ya que para ello debió hacerse una cesión o traspaso de los mismos, ante la autoridad competente, lo que no aconteció en el caso que nos ocupa.
Lo anterior aunado a que el documento en estudio genera duda respecto del número del local o caseta a que corresponde, sin poder determinar si se trata del número ********** ó ********** pues se advierte una notoria alteración, al aparecer sobrepuesto el número ********** sobre el número ********** así como en el giro del establecimiento o comercio, pues aparece el giro de Artesanías tachado con un línea, y posteriormente las letras F y L, con diferente tipo de letra y tinta, lo que se advierte a simple vista, aun cuando se trata de copias fotostáticas certificadas.
Ahora bien, aunque el Tercero hubiera adquirido la titularidad del local comercial en cuestión, con motivo de la emisión del acto impugnado, lo que no aconteció, pues como se ha venido señalando, del contenido del mismo no se advierte que se le haya otorgado esa titularidad; lo cierto es que la autoridad demandada ya había constituido derechos en favor de la actora mediante una diversa determinación, cuya revocación, no debe quedar a su arbitrio, pues como se ha detallado en líneas que anteceden, la revocación de los actos administrativos se encuentra regulada en la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en el caso que nos ocupa.
Sirven de apoyo a lo anterior, las tesis aisladas, cuyos datos de identificación y rubro se citan enseguida:
Novena Época; Registro: 205099; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo I, Junio de 1995; Materia(s): Administrativa; Tesis: VIII.2o.5 A; Página: 532.

“RESOLUCIONES FISCALES. REVOCACIÓN DE, REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA. Conforme a su naturaleza jurídica, el acto administrativo es considerado como una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública, la cual puede crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir derechos u obligaciones, es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el interés general. El acto administrativo puede extinguirse por diferentes medios, el normal es su cumplimiento voluntario, pero puede también extinguirse por medios que no culminan con su cumplimiento, sino que lo modifican, impiden su realización o lo hacen ineficaz, estos medios son: la revocación administrativa, rescisión, prescripción, caducidad, término y condición, renuncia de derechos, irregularidades e ineficacia del acto administrativo, y extinción por decisión dictadas en recursos administrativos o en procesos ante Tribunales administrativos y federales en materia de amparo. Tratándose de la revocación administrativa, viene a ser el retiro unilateral de un acto válido y eficaz por un motivo superveniente, mediante un nuevo acto de esa naturaleza, haciéndose hincapié en que el acto administrativo no tiene atribuida la autoridad de cosa juzgada, tal como ocurre con la sentencia judicial, ya que la actividad de la administración no tiene por finalidad la de precisar la certidumbre jurídica, ésta es misión de la sentencia judicial, y su fin es alcanzar un resultado material útil para el Estado en los límites del derecho; luego, es revocable; sin embargo, una vez que el acto se ha emitido y ha producido efectos, su autor ya no puede disponer en forma ilimitada, por una exigencia superior de la vida social, la seguridad de las resoluciones jurídicas y, por consecuencia, la estabilidad de los actos que la engendran, por ende la revocación tiene un límite, y es por tanto inadmisible cuando el acto original ha engendrado derechos adquiridos o derechos patrimoniales. La naturaleza revocable del acto administrativo está contendida en el código fiscal federal, en los artículos 203, fracción IV, y 215 último párrafo, del código mencionado, en donde se prevé que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción puede revocar la resolución impugnada produciendo entonces como consecuencia jurídica el sobreseimiento en el juicio. Como una variante a la anterior regla el artículo 36 del mismo ordenamiento legal prevé que las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán modificarse por el Tribunal Fiscal de la Federación mediante un juicio iniciado por las autoridades fiscales, de lo que se sigue que fuera del caso citado no cabe ni aun por analogía incluir como caso similar al mismo, las resoluciones que no son favorables al gobernado. El presente criterio interrumpe la tesis jurisprudencial sustentada por este Tribunal Colegiado, publicada en la página 76 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 57, septiembre de 1992, Octava Epoca, de rubro: "REVOCACION DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA", en la que en síntesis llegó a sostenerse que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación en forma similar a como lo prevé el artículo 36, del Código Fiscal de la Federación, tratándose de resoluciones administrativas de carácter individual favorables al particular; pues además de que ello resulta contrario a la naturaleza jurídica del acto administrativo, lleva como consecuencia considerar infundadamente inaplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo del código mencionado, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo...”
Décima Época; Registro: 2003461; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Materia(s): Administrativa; Tesis: II.3o.A.38 A (10a.); Página: 1697. 
“ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES A LOS PARTICULARES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOS EXHIBE EL ACTOR, EL TRIBUNAL DE LA MATERIA NO PUEDE DESCONOCER SU EFICACIA Y VALOR PROBATORIO PLENO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). De la interpretación de los artículos 1.10 del Código Administrativo y 229, fracción VIII, del Código de Procedimientos Administrativos, ambos del Estado de México, en relación con la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "ACTOS ADMINISTRATIVOS, ORDEN Y REVOCACIÓN DE. GARANTÍAS DE AUDIENCIA, FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN." (consultable con el número 3 en la página 6 del Tomo III, Parte SCJN, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995), se colige que todo acto administrativo se presume legal mientras no se declare su invalidez y, tratándose de los que beneficien a los particulares, serán exigibles desde la fecha de su emisión, a menos que se declare su nulidad en el juicio de lesividad promovido por las propias autoridades fiscales estatales, municipales u organismos auxiliares, según el caso. Esto implica que las autoridades no pueden, a su arbitrio, revocarlos sin ejercer previamente las acciones necesarias en la vía de lesividad especialmente prevista para anularlos siempre que sean contrarios a los intereses públicos, en obvio que algo así implicaría una privación de derechos sin previo juicio. Por tanto, si en el juicio contencioso administrativo, el actor exhibe este tipo de actos, el tribunal de la materia no puede desconocer su eficacia y valor probatorio pleno, por tratarse de documentos públicos, conforme al artículo 57 del referido Código de Procedimientos Administrativos...”

En esa tesitura, se concluye que la parte actora acreditó la ilegalidad del acto impugnado, y el tercero interesado no acreditó sus pretensiones en este juicio de nulidad.
En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II, III y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes tanto en el oficio ********** de fecha veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, como el acuerdo administrativo del día veintiséis del mismo mes y año, emitidos por la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que el documento aludido carece de la debida fundamentación y motivación jurídica, en virtud de que se ha justificado que el mismo fue emitido en contravención a los principios de legalidad y debido proceso, tutelados por los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, de la Constitución Política Federal, en relación con los numerales 9º y 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; y por consecuencia con fundamento en los numerales 251 párrafo primero y 252 párrafo primero del Código Procesal Administrativo en consulta, se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándolos sin efecto legal desde este momento, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de esta sentencia.

Por lo anterior, se deja firme el acuerdo dictado el tres de abril de dos mil diecisiete, emitido por la Dirección de Comercio Municipal de San Luis Potosí, por medio de la cual, se concedió a la C. **********, la autorización respecto del Local y/o Puesto Comercial número ********** Interior, Sección ********** con giro comercial de ********** situada en el Mercado Municipal ********** en esta Ciudad; debiendo la autoridad demandada, hacer las anotaciones correspondientes a fin de que se respeten las consecuencias de tal determinación.
Por lo expuesto y fundado en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252 primer párrafo, 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados y por consecuencia se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA dejándolos sin efecto, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada y Tercero Interesado, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe. 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
